Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 46 minutos) 


La Comisión de Constitución y Legislación del Senado tiene el agrado de recibir al doctor 
Milton Cairoli, quien fuera invitado especialmente para dar su opinión sobre el proyecto de ley que 
introduce modificaciones al Código de la Niñez y la Adolescencia. 


Para referirse a este tema, tiene la palabra el doctor Cairoli. 


SEÑOR CAIROLI.- Antes que nada, agradezco a los miembros de esta Comisión por haberme 
invitado. 


Aclaro que voy a referirme, por separado, a los proyectos de ley presentados por la señora 
Senadora Percovich y por el señor Senador Gallinal aunque, en realidad, me parece que son 
complementarios. 


En primer lugar, voy a hacer algunas reflexiones sobre el proyecto de ley presentado por la 
señora Senadora Percovich, que figura en la Carpeta N* 691/2006. Concretamente, en el artículo 
1? propone sustituir el nomen juris del Capítulo |, Título X, del Código Penal. En lugar de llamarse “De 
la suposición y de la supresión del estado civil”, pasaría a denominarse “De los delitos contra la 
identidad, la suposición y la supresión del estado civil”. En realidad, no me parecería necesario el 
cambio de nombre, porque todo lo que se propone en este proyecto de reforma está vinculado con las 
dos formas en las cuales se puede alterar el estado civil. Cuando el doctor Irureta Goyena definió el 
estado civil dijo textualmente: “Es el lazo que une al hombre en sociedad con las personas de quienes 
desciende o que descienden de él o con el cónyuge”. Esta definición figura en la página 126 del Tomo 
VI de las obras completas del doctor Irureta Goyena, del año 1932, de la editorial Barreiro y Ramos. 
Por lo tanto, entiendo que lo referente a la identidad estaría implícito. El cambio de identidad también 
se produce cuando se coloca a una persona en una situación que no es la propia de unión, nexo o lazo 
que ocupa en la sociedad respecto a sus ascendientes, descendientes, etcétera. Entonces, a mi modo 
de ver, en principio, dejaría tal como está el nomen juris del mencionado Capítulo. 


En cuanto a los artículos proyectados, se agregaría el artículo 259 bis, denominado 
“Intermediación en adopciones ilegales”. El texto que se me envió comienza diciendo: “El que 
introduzca a alguien o de cualquier forma promueva en calidad de intermediario”. Al respecto, consulto 
a la señora Senadora Percovich si en lugar de “introduzca” debería figurar “induzca”. 


SEÑORA PERCOVICH.- Exactamente, doctor Cairoli, debería decir “induzca”. 


SEÑOR CAIROLI.- Entonces el artículo diría: “El que induzca a alguien o de cualquier forma promueva 
en calidad de intermediario, a entregar o recibir un niño, niña o adolescente para que sea adoptado o 
legitimado adoptivamente, en violación de normas internacionales aprobadas por nuestro país en 
materia de adopción, de legitimación adoptiva o procedimientos para la legítima desvinculación de los 
niños de su familia de origen, y obtenga por ello un lucro, será castigado con dieciocho meses de 
prisión a ocho años de penitenciaría”. Para ser coherentes, aquí también debería decir “niños, niñas y 
adolescentes” aunque, en realidad, esta especificación me parece innecesaria, al igual que la que 
figura en la parte inicial del artículo; pienso que con la palabra “niño” sería suficiente. De todos modos, 
no hago mayor objeción al respecto, porque en el Código de la Niñez y la Adolescencia se hace 
mención al “niño, niña y adolescente.” 


Creo que la propuesta de la señora Senadora Percovich estaría contemplada en la siguiente 
redacción: “El que actúe como intermediario o induzca a otro a entregar un niño o adolescente para 
que sea adoptado o legitimado adoptivamente, en violación a las normas vigentes en esa materia, con 


el fin de lucro, será castigado con dieciocho meses de prisión a ocho años de penitenciaría”. Si me 
permiten, voy a explicar cuál es la diferencia entre la “obtención de un lucro” y el “fin de lucro”. En el 
proyecto de ley presentado por la señora Senadora Percovich aparece la siguiente expresión: *y 
obtenga por ello un lucro”. O sea que sería necesario obtener un lucro para consumar el delito. 
Entiendo que la expresión “con el fin de lucro” es una referencia subjetiva y, además, un poco más 
severa. Si el beneficiario no paga porque fue descubierto en el momento de recibir la remuneración, el 
delito solo se podría sancionar en grado de tentativa, porque allí el verbo nuclear pasa a ser obtener 
del lucro, en lugar de inducir o los otros verbos previstos. En cambio, si aludimos solamente a un fin de 
lucro, será únicamente una referencia subjetiva de tipo penal y quedará consumado con la simple 
actuación como intermediario o la inducción a otro para la entrega. Entonces, aunque no se reciba el 
dinero, el delito está consumado. Y si se tuviera el fin, el lucro, estaría agotado. Hay una etapa más de 
la consumación, que es exactamente lo mismo. Desde el punto de vista técnico, la consumación y el 
agotamiento son iguales en la sanción; a veces el Juez los tiene en cuenta cuando se agota el delito, 
porque se obtiene el beneficio, como en delitos tales como el hurto; en este caso, basta con el 
apoderamiento, aunque no exista el aprovechamiento. Si en la cabeza del autor del delito estaba el fin 
de aprovecharse de ese objeto que se hurta o se apodera, el delito se agota en lugar de consumarse. 
Y a veces los Jueces, por haberse agotado el delito, imponen una pena algo mayor o se inclinan a 
establecer la pena máxima. 


Otra pregunta que se plantea es la siguiente: ¿Qué pasa con el que compra si no ha sido 
engañado por el inductor o traficante? ¿Debe ser considerado imputable o no? En realidad, aquí se 
hace referencia al que actúe como intermediario o induzca a otro a entregar un niño o adolescente para 
que sea adoptado o legitimado. Quizás no me expresé bien en cuanto a la compra. El que recibe, si es 
inducido por el otro, no puede ser autor porque sería un inimputable, ya que lo estarían coaccionando. 
Ahora bien, si está contratando con el otro, también debería ser responsable, quizás un poco menos, 
porque la otra persona tiene un fin de lucro y él no; simplemente, desea tener un hijo. Esa es la 
pregunta que quedaría planteada. 


Con respecto a los agravantes, la condición de funcionario policial y de las oficinas del 
Registro de Estado Civil, está comprendida dentro del agravante genérico del numeral 8* del artículo 
47 del Código Penal. El resto no me merece ninguna observación. 


A continuación, voy a referirme al proyecto del señor Senador Gallinal, que es más corto y que 
podría ser complementario del que acabamos de citar. Dice así: “El que comprare un niño, niña o 
adolescente, el que traficare y el que lucrare con su venta o tráfico, será sancionado”, etcétera. 


Me parece muy conveniente la preocupación que existe por sancionar el problema de la venta 
de niños porque, en realidad, en nuestro país, no hay una pena que sancione este delito. A veces, en la 
calle, la gente se pregunta qué pasa cuando alguien roba un niño -lo que sucede muchas veces en los 
hospitales, especialmente, aunque no me gusta dar nombres, en el Pereira Rossell- lo vende a otra 
persona que está esperando y lo inscribe ¡legítimamente como si fuera suyo, cometiendo de este modo 
una serie de delitos que van desde la sustracción de menores hasta la suposición y supresión de 
estado civil y, además, falsificación ideológica por un particular, falsificando el acta del Registro del 
Estado Civil. 


Por lo tanto, incluir en este proyecto de ley una norma que no está prevista, me parece muy 
bien, porque de esa forma se penaría a quien incurriera en ese delito. Además, desde mi punto de 
vista, este proyecto de ley es complementario del de la señora Senadora Percovich. 


SEÑORA PERCOVICH.- Muchas gracias, doctor Cairoli, por la información que hemos recibido. 
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